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			Prólogo


			Gerardo Scherlis


			Las últimas décadas muestran un crecimiento sostenido, a nivel global, en el campo del derecho electoral y de los partidos políticos. En América Latina la consolidación del régimen político democrático y, a la vez, la insatisfacción por su funcionamiento, en la gran mayoría de los países, ha llevado a una continua preocupación por las reglas de juego, lo cual ha dado lugar a un estado de reforma política y electoral permanente. La Argentina es, en este contexto, un ejemplo que ilustra este fenómeno. 


			Una simple observación cuantitativa revela la reciente expansión de este campo del derecho en nuestro país. El Código Electoral vigente al momento del retorno democrático, en 1983, contaba con 17.833 palabras. El actual, en verdad el mismo Código fruto de sucesivas reformas, alcanza las 25.917. Es decir, que en los 37 años que llevamos de democracia los legisladores han considerado necesario incrementar la cantidad de prescripciones sobre los procesos electorales, extendiendo el texto del Código en más de un 45 por ciento. El crecimiento medido en estos términos puramente cuantitativos es en realidad mucho mayor si consideramos que algo similar ha ocurrido con la Ley Orgánica de los Partidos Políticos 23298, desde su sanción en 1985, así como también el hecho de que hasta el 2002 no contábamos con una ley específica que regulara el financiamiento político, regulación que, merced a continuas reformas, tampoco ha dejado de expandirse desde entonces. Esto ha implicado la inclusión de numerosos asuntos de la vida electoral y de los partidos políticos antes no regulados, a partir de la emergencia de problemáticas novedosas, antes no contempladas como tales.


			En este marco resulta imperioso contar con estudios que tomen el desafío de analizar, comprender y explicar lo que está ocurriendo en este terreno. De la mano del crecimiento de la legislación y de las diferentes interpretaciones que ofrece la jurisprudencia, se hace necesario dar respuesta, desde el análisis académico, a las tensiones que enfrentan, a partir de las nuevas agendas, los saberes convencionales de la teoría de la representación y del derecho electoral. Esto es precisamente lo que los lectores encontrarán en este libro: un abordaje rigurosamente académico y actual sobre cada una de las problemáticas contemporáneas del derecho electoral argentino desde una perspectiva comparada, que dialoga con los desarrollos más recientes en la materia y los interpela con una mirada crítica. 


			No es por eso casual que las cuestiones de género ocupen aquí un lugar central. Las cuotas, la paridad, pero también las nuevas puertas que se abren a partir de las normas ya sancionadas y de la jurisprudencia comparada, en particular, la temática vinculada a concepciones no binarias del género y la cuestión de los derechos políticos de las personas comprendidas en el colectivo LGBTIQ+. Los lectores también encontrarán abordajes sobre los debates jurídicos respecto a los migrantes, los derechos políticos de los extranjeros, los electores con discapacidades, los privados de libertad y los jóvenes. El libro incluye también, en el último de sus capítulos, una discusión original para nuestro medio sobre el financiamiento político y su relación con los derechos a la participación política y a la libertad de expresión. 


			En el fondo, esta obra aporta una discusión sobre el concepto mismo de ciudadanía, concepto tan cambiante a lo largo del tiempo como clave en cualquier noción de democracia. El capítulo inicial, que revisa la evolución de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de derechos políticos, oficia por ello de oportuna introducción a los diferentes análisis que componen cada uno de los restantes capítulos. 


			En definitiva, y tal como surge de lo anterior, estamos ante un libro importante, que ofrece herramientas indispensables tanto para los estudiosos del tema como para quienes desempeñan tareas legislativas, judiciales o de práctica profesional en el campo del derecho electoral. No hay dudas de que se trata de una contribución original y necesaria en el campo del derecho electoral argentino.


			Finalmente, creo importante destacar que esta obra es el resultado del trabajo de investigación de un equipo dirigido por la Dra. María Alejandra Perícola e integrado por docentes e investigadores de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, y que su elaboración ha sido llevada a cabo en el marco de un proyecto Decyt de esta facultad. Esto ratifica la importancia y pertinencia de los programas de investigación científica promovidos por la Universidad de Buenos Aires, en general, y por su Facultad de Derecho, en particular, tanto en la producción de conocimiento como en la promoción de la investigación entre los estudiantes y jóvenes graduados.


		




		

			Presentación


			María Alejandra Perícola


			Existe consenso en la doctrina sobre las condiciones que deben cumplirse para que el acceso al gobierno de un Estado pueda considerarse democrático: autoridades públicas electas, elecciones libres, periódicas y transparentes, derecho a competir por los cargos públicos, libertad de expresión, libertad de asociación, decisiones adoptadas por la mayoría numérica y, naturalmente, el respeto del derecho de las minorías, la alternancia en el poder político, con el reconocimiento del derecho al voto igual, libre y secreto que presupone el mínimo procesal(1) de la democracia. 


			Así, en el núcleo esencial de la democracia puede apreciarse la manifestación del poder de las ciudadanas y los ciudadanos para la conformación del gobierno representativo. Por ello, el principio democrático es el fundamental para interpretar el alcance de los derechos políticos, tanto en su faz activa (derecho a elegir) como en su faz pasiva (derecho a ser elegido). Para lograr su institucionalización, tales derechos deben ser operativizados por los Estados, sin discriminación y como oportunidades.(2)


			Partiendo de esta proposición, en el 2018 iniciamos un Proyecto de Investigación Decyt en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires,(3) titulado “El Derecho a elegir y ser elegida/o en América Latina”, cuyos resultados se presentan en esta publicación. Resaltando la necesidad de lograr una representación política más inclusiva en el marco de las democracias latinoamericanas, el objetivo principal de la investigación ha sido establecer el estado de situación de los derechos de participación política de las personas en situación de vulnerabilidad que encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud el ejercicio de sus derechos políticos. 


			En el capítulo 1 presentamos, a modo de introducción, un panorama de los estándares de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de derechos políticos. El propósito es describir, de manera cronológica, los principales criterios interpretativos derivados de la jurisprudencia de la Corte IDH, con miras a construir un derecho político electoral más inclusivo.


			En el capítulo 2 analizamos el camino emprendido desde la cuota de género hasta la paridad electoral en ámbitos de representación política, considerando la evolución normativa y constitucional, así como también las decisiones más relevantes de la Justicia Electoral. Entre los hallazgos, advertimos acerca de la necesidad de medidas que enfrenten las desigualdades socioeconómicas, legales y culturales para lograr un Estado inclusivo en el que la paridad y la igualdad trasciendan lo político.


			A continuación, considerando que la paridad es reglamentada desde una perspectiva binaria del género, que reconoce exclusivamente el género masculino y el femenino, presentamos el capítulo 3, titulado “Paridad electoral y género no binario”. Allí exploramos el reconocimiento de los géneros “neutro” y “trans” en instancias administrativas y judiciales. A su vez, ofrecemos un estudio –desde las distintas perspectivas de igualdad– sobre cómo deberá procesar el sistema de cupos o paridad una eventual incorporación de postulantes identificados con un género no binario.


			El capítulo 4 prosigue con la cuestión de la igualdad y no discriminación y se enfoca en la participación política LGBTIQ+. Su propósito es analizar el acceso de este colectivo a cargos públicos, es decir, el derecho a ser elegibles, así como la implicancia de la identidad autopercibida en la integración de las candidaturas.


			En el capítulo 5, titulado “El derecho de participación política de los extranjeros y de los nacionales en el exterior”, indagamos los estándares internacionales en torno a los derechos políticos de los migrantes y presentamos una apostilla sobre los conceptos de nacionalidad, ciudadanía y extranjería. En el ámbito del Derecho comparado latinoamericano, consideramos los países que admiten el derecho de sufragio activo o pasivo a las/os extranjeras/os en las elecciones locales y nacionales. Por último, describimos las modalidades que adopta el voto en el exterior en aquellos países en los que está permitido.


			También en el marco de la representación política inclusiva exigida por nuestra Constitución Nacional, el capítulo 6, titulado “El ejercicio del voto de electores con discapacidad”, trata sobre el derecho a la participación política, a partir del modelo social de discapacidad vigente a nivel normativo y jurisprudencial en la Argentina. Entre los hallazgos, planteamos que aún se encuentra pendiente la adopción de más medidas que tiendan al reconocimiento pleno y cabal de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad.


			En el capítulo 7, titulado “El derecho de sufragio activo de las personas en prisión”, a partir de la concepción sobre el derecho a la igualdad y no discriminación en el derecho internacional de los derechos humanos, analizamos los estándares y la regulación de la admisión del derecho de sufragio activo de las personas en prisión en América Latina. Al respecto, advertimos que la prohibición de votar para quienes se encuentran en prisión vulnera los valores del sistema democrático.


			A continuación, partimos de la base de que la cuestión de la inclusión de los jóvenes en la vida política de los países latinoamericanos se encuentra en una etapa de pleno desarrollo e implica estrategias programáticas para promover e incrementar el derecho de sufragio, tanto en la faz activa como pasiva. Por ello, en el capítulo 8, titulado “Los derechos de participación política de los jóvenes”, presentamos los avances de la investigación sobre la autorización del denominado “voto joven” y el cupo o cuota generacional. 


			En el capítulo 9, titulado “La participación electoral de los pueblos indígenas en América Latina”, consideramos la participación democrática desde la perspectiva de las estrategias de abordaje históricas, para luego comprender las problemáticas y los obstáculos que atraviesan los pueblos indígenas al momento de participar activamente de elecciones. Los hallazgos muestran las diferencias en la materia entre aquellos Estados que recurrieron al exterminio o a la reserva, y aquellos otros que aplicaron la estrategia de la asimilación de los pueblos indígenas.


			Por último, en el capítulo 10 analizamos la tensión entre libertad e igualdad respecto del financiamiento político en el contexto de los derechos de participación política. En particular, advertimos que, en procura de lograr una mayor igualdad real de oportunidades, la inclusión política está condicionada por el flujo de dinero que ingresa en las campañas electorales y en la actividad partidaria. En este sentido, resulta imperioso debatir los límites al ingreso de dinero en el proceso electoral, pues la igualdad de voto también conlleva igualdad de captación de la voluntad de electorado.


			Por lo que respecta al capítulo de agradecimientos, este debe comenzar por la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, en especial, la Secretaría de Investigación, por contribuir a la consolidación académica de investigaciones desarrolladas por equipos de docentes, alumnas y alumnos. También, y de manera muy especial, deseamos testimoniar nuestro agradecimiento al profesor titular Dr. Gerardo Scherlis, por fomentar el espíritu investigativo en el ámbito de la Cátedra de Teoría del Estado y por el compromiso con el cual, desde el primer momento, aceptó nuestra propuesta para prologar este libro. Y también al profesor titular Dr. Raúl Gustavo Ferreyra, por motivarnos a desarrollar la cultura científica e investigativa, en el ámbito de la cátedra de Derecho Constitucional. Un reconocimiento debemos a Pablo Ali, por su trabajo de corrección y las sugerencias en cuanto al formato de la publicación. Finalmente, manifestamos nuestra gratitud a Eudeba que, con su habitual diligencia, ha realizado una excelente edición.


			Buenos Aires, primavera de 2020.
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			1. Estándares de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de derechos políticos


			María Alejandra Perícola y Santiago Lauhirat


			I. Introducción


			El propósito del presente capítulo es describir los principales criterios interpretativos derivados de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en materia de derechos políticos. El análisis se realizará de manera cronológica a fin de evidenciar la evolución jurisprudencial en los criterios sentados por el Tribunal interamericano. Primero, haremos referencia al marco normativo internacional a partir del cual la Corte IDH construyó su jurisprudencia y, además, a las principales obligaciones en materia de derechos humanos que pesan sobre los Estados partes y cuyo incumplimiento derivaría en responsabilidad internacional. Luego, abordaremos cada uno de los casos contenciosos en los que la Corte IDH analiza posibles violaciones a los derechos políticos para extraer el criterio hermenéutico derivado de aquellos.


			II. El marco normativo internacional de los derechos políticos


			La reforma constitucional de 1994 reconoció expresamente, en el marco de los Nuevos Derechos y Garantías, los derechos políticos. Específicamente reconoció el derecho al sufragio universal, igual, secreto y obligatorio y la igualdad de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios.(1) Asimismo, se constitucionalizó la institución de los partidos políticos como “... fundamentales del sistema democrático”(2) y se incorporaron mecanismos de democracia semidirecta, en particular, la iniciativa de ley por parte de la ciudadanía(3) y la consulta popular.(4)


			Ahora bien, con la jerarquización constitucional de los once instrumentos internacionales de derechos humanos mencionados en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional (CN)(5), la nómina de los derechos políticos se vio fuertemente ampliada.(6)


			En efecto, en el ámbito del sistema universal de protección de los derechos humanos, la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) reconoce:


			1) Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.


			2) Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.


			3) La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.(7)


			Asimismo, más específicamente, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) se establece que los ciudadanos, sin distinciones ni restricciones indebidas, gozan de los siguientes derechos y oportunidades:


			a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;


			b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;


			c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.(8)


			En el ámbito regional interamericano de protección, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre reconoce que “Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres”.(9) Por su parte, y en lo que aquí más interesa, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) aborda la cuestión de los derechos políticos, principalmente, en el artículo 23. Este artículo sigue en parte la redacción del PIDCP y reconoce el derecho y la oportunidad de todos los ciudadanos:


			a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;


			b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y


			c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.(10)


			Por añadidura, en el párrafo segundo de este artículo, se fija que las causales de reglamentación del ejercicio de estos derechos son “... exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”.(11)


			Ahora bien ‒como se verá más adelante‒, dada la interdependencia e interrelación que caracteriza a los derechos humanos,(12) otros derechos reconocidos en la CADH gravitan indudablemente en el ejercicio efectivo de los derechos políticos y también son tratados por la jurisprudencia de la Corte IDH: el derecho a la vida (art. 4), las garantías judiciales (art. 8), el derecho a un recurso judicial efectivo (art. 25), la libertad de expresión (art. 13), la libertad de asociación (art. 16) y la igualdad ante la ley (art. 24).


			Finalmente, en lo relativo al marco normativo internacional de los derechos políticos, hay tres cláusulas del Pacto de San José de Costa Rica que constituyen la piedra basal de todo el sistema de protección interamericano de derechos humanos y son frecuentemente invocadas por la Corte IDH para sustentar sus posiciones interpretativas acerca del alcance de los derechos humanos en los diversos casos contenciosos. La primera son las Normas de Interpretación establecidas en el artículo 29 de la CADH. En virtud de esta cláusula, ninguna disposición convencional puede ser interpretada en los siguientes sentidos:


			a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;


			b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados;


			c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y


			d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.(13)


			Las otras dos cláusulas guardan relación con las obligaciones internacionales que pesan sobre los Estados partes y que, en función de su incumplimiento, estos son condenados por responsabilidad internacional. Las obligaciones que se desprenden de los artículos 1 y 2 de la CADH son las de respeto, promoción y garantía.(14)


			Es a partir de estas obligaciones que la Corte IDH construyó el sistema de responsabilidad internacional por violación a los derechos humanos previstos en la Convención de Derechos Humanos. A continuación, abordaremos en mayor detalle el alcance de estas obligaciones a la luz de las prácticas interpretativas del Tribunal.


			III. La responsabilidad internacional de los Estados partes en materia de derechos políticos(15)


			Los artículos 1 y 2 de la CADH constituyen la piedra fundamental sobre la que se asienta todo el sistema de responsabilidad internacional por las violaciones a los derechos humanos allí reconocidos.(16) De ellos se desprenden tres obligaciones estatales fundamentales: respetar los derechos protegidos; garantizar su goce y pleno ejercicio a las personas que se encuentran bajo jurisdicción estatal; y adoptar las medidas necesarias para tornarlos efectivos.(17) En líneas generales, estas obligaciones presentan dos características esenciales:(18) por un lado, son absolutas, en el sentido de que no pueden verse limitadas por los recursos disponibles por los Estados o los medios utilizados por estos para ejecutarlas; por otro lado, son inmediatas, esto es, las medidas estatales para garantizar los derechos fundamentales deben ser arbitradas desde el momento en que el tratado internacional entra en vigencia.(19) Asimismo, hay entre ellas una inocultable interrelación a punto tal que, siguiendo al ex juez de la Corte IDH Cançado Trindade, la violación del artículo 2 acarrea siempre la del artículo 1.1 y, a su vez, en casos de violación del artículo 1.1, hay una fuerte presunción de inobservancia del artículo 2, en virtud de insuficiencias o lagunas del ordenamiento jurídico interno en cuanto a la reglamentación de las condiciones del ejercicio de los derechos protegidos.(20)


			A continuación analizaremos las obligaciones mencionadas, a la luz de la jurisprudencia interamericana, y con la aclaración de que necesariamente siempre estarán definidas a partir del derecho o libertad concreto,(21) esto es, de los deberes previstos en los artículos 1 y 2. Cabe mencionar, además, que no las analizamos en forma aislada, sino que fijamos un marco dentro del cual se inscriben todos los contenidos normativos de los derechos establecidos en la CADH y, por lo tanto, su vulneración solo se advierte en referencia a un derecho específico.(22) El caso que nos ocupa, como expondremos más abajo, son las libertades y los derechos políticos.


			En lo concerniente a la obligación de respeto, esta supone el deber estatal de no violar, directa ni indirectamente, por acciones u omisiones, las libertades y los derechos reconocidos en la CADH.(23) Para Santamaría Ortiz esta obligación contiene un “deber de resultado” que implica la relación Estado-persona. En este sentido, el Estado debe abstenerse de vulnerarle los derechos a las personas y, por lo tanto, se considerará incumplida si se demuestra la vulneración. A su vez, se procederá a la imputación por la acción u omisión del Estado.(24) En tales condiciones, con arreglo a la jurisprudencia de la Corte IDH, es ilícita toda forma de ejercicio del poder público que viole los derechos allí reconocidos. En este sentido, en toda circunstancia en la que un órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebidamente, por acción u omisión, uno de estos derechos se estará ante un supuesto de inobservancia del deber de respeto consagrado en el artículo 1.1.(25)


			Por su parte, la obligación de garantía conlleva el deber de impedir –o hacer todo lo posible para impedir– que cualquier persona (pública o privada, individual o colectiva, física o jurídica)(26) viole los derechos humanos de las personas sometidas a la jurisdicción del Estado. Esta obligación implica un “deber de medios”, es decir, que el Estado debe hacer todo lo que esté a su alcance para evitar que terceros vulneren los derechos de las personas. Por tal motivo, y a fin de eximirse de responsabilidad, la representación estatal deberá acreditar, por un lado, que puso a disposición de la víctima todos los medios que tenía y, por otro, que si se produjo la vulneración colocó todo el aparato estatal para la investigación de los hechos, la identificación y sanción de los responsables y la reparación de las víctimas.(27) En tales condiciones, dentro de esta obligación hay otras más específicas:(28) asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos a través de medidas generales o especiales tendientes a remover obstáculos jurídicos o sociales;(29) proteger a las personas frente a las amenazas, por parte de agentes privados o públicos, al goce de los derechos; adoptar medidas de prevención general frente a casos graves de violaciones a derechos; reparar a las víctimas; cooperar con los órganos internacionales para que puedan desarrollar sus actividades de control; e investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos.(30)


			En relación con el artículo 2 de la CADH, este prevé la obligación de adecuación del sistema normativo interno al internacional a partir de la supresión de normas y prácticas de cualquier laya que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos y obstaculicen su ejercicio. Además, prevé la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.(31) En este orden de ideas, la Corte IDH sostiene que, en el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado que ha celebrado un convenio internacional debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas. Esta norma aparece como válida universalmente y ha sido calificada por la jurisprudencia como un principio evidente. Por añadidura, estas medidas modificatorias deben ser realmente efectivas, esto es, la comunidad debería adaptar su conducta a la normativa de la Convención y, en el caso de que así no sea, aplicarse efectivamente las sanciones previstas en ella.(32)


			Finalmente, como último análisis a estas obligaciones internacionales erga omnes de protección, mencionaremos que operan en una doble dimensión: horizontal y vertical.(33) En efecto, las obligaciones de protección, en su dimensión horizontal, vinculan a todos los Estados que componen la comunidad internacional organizada, sean o no partes en los tratados sobre derechos humanos. En su faz vertical, vinculan tanto a los órganos y agentes del poder público (estatal), como a los simples particulares (en las relaciones interindividuales).(34) Sobre este tema, el tribunal interamericano expresó que las obligaciones erga omnes que tienen los Estados de respetar y garantizar las normas de protección y de asegurar la efectividad de los derechos proyectan sus efectos más allá de la relación entre sus agentes y las personas sometidas a su jurisdicción, pues se manifiestan en la obligación positiva del Estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los derechos humanos en las relaciones interindividuales.(35)


			IV. Los derechos políticos en el sistema interamericano


			Siguiendo a Cristina Adén, los derechos políticos:


			... pueden considerarse en sentido amplio como aquellos orientados a tutelar la participación o el protagonismo del individuo en la sociedad, entre los que también es dable incorporar a la libertad de expresión y a la libertad de asociación y de reunión, en tanto expresiones de las libertades públicas tuteladas por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.(36)


			No obstante ello, Adén hace notar que “el sujeto de los derechos políticos es concebido por la normativa internacional en términos más restrictivos que el sujeto de los otros derechos humanos, pues la nacionalidad es generalmente reconocida como requisito de su titularidad”.(37)


			Sin embargo, y más allá de la regulación expresa en el artículo 23 de la CADH, los derechos políticos tuvieron un fuerte desarrollo a través de la adopción de la Carta Democrática Interamericana (CDI), aprobada el 11 de septiembre de 2001 por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA) en su primera sesión plenaria. En esa oportunidad se la entendió como fuente de interpretación auténtica de las previsiones contenidas en la CADH, en sentido estricto, en materia de derechos políticos.(38)


			Partiendo de la base de que la promoción y la protección de los derechos humanos es una condición fundamental para una sociedad democrática y que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de América,(39) se establecen en la CDI una serie de directrices que resultarán de utilidad al momento de resolver los conflictos derivados de la falta de reconocimiento o de las violaciones graves a los derechos políticos observados en la CADH.


			En este sentido, la CDI se pronuncia fuertemente a favor de la vigencia de las democracias representativas como base del Estado de derecho.(40) A su vez, define como sus elementos esenciales: el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos.(41) Ahora bien, la CDI establece una distinción entre estos elementos y los componentes fundamentales para su ejercicio. Entre ellos se mencionan la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa.(42)


			En otro orden de cosas, reconoce la importancia de los partidos políticos para el funcionamiento de las sociedades democráticas y, en este sentido, considera que se debe prestar atención especial, por un lado, a la problemática derivada de los altos costos de las campañas electorales y, por otro, al establecimiento de un régimen equilibrado y transparente de financiación de estas actividades.(43)


			Asimismo, no reduce la noción de democracia a su faz representativa sino que también brega por la participación ciudadana en las decisiones colectivas como derecho y responsabilidad, ya que se trata de una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia.(44)


			En cuanto a la relación democracia y derechos humanos, la CDI define a la primera como condición necesaria para el ejercicio efectivo de los segundos(45) y deja abierta la puerta para que aquellos que consideren que sus derechos humanos han sido violados puedan acudir al sistema interamericano de promoción y protección, conforme los procedimientos establecidos.(46) En el marco de los derechos, la CDI enfatiza la importancia de la vigencia del principio de igualdad y no discriminación en las sociedades democráticas para su real fortalecimiento,(47) así como la de los derechos sociales y económicos, de cara a mejorar las condiciones laborales y la calidad de los trabajadores.(48)


			En suma, las directrices dimanantes de la CDI pueden resumirse, siguiendo a Dalla Via, con la siguiente idea:


			... no hay derechos políticos sin democracia y no hay democracia sin derechos políticos, el principio democrático es el principio fundamental para dimensionar e interpretar el alcance de estos derechos, que además deben ser operativizados por los estados, sin discriminación como “oportunidades”.(49)


			V. Los derechos políticos en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos


			A continuación, desarrollaremos las principales pautas interpretativas elaboradas por la Corte IDH a partir de los casos contenciosos que trataron violaciones a los derechos políticos en los términos del artículo 23 y en relación con los artículos 1, incisos 1 y 2 de la CADH. La exposición de las sentencias interamericanas es cronológica a fin de evidenciar la evolución jurisprudencial. Además realizamos una breve descripción del sustrato fáctico del caso y un acabado análisis del tratamiento que el tribunal le dio a las libertades y derechos políticos.


			V.1. Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú (2001)


			El caso está relacionado con la destitución de tres magistrados del Tribunal Constitucional del Perú que la Corte IDH consideró violatoria, en lo que aquí interesa, del artículo 23.1, punto c, de la CADH.(50) En este contexto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) solicitó la reparación integral a dichos magistrados a través de su reincorporación en el ejercicio de sus funciones.


			La Corte IDH consideró que la destitución de estos magistrados adoleció de vicios en la acusación constitucional en tanto que se les impidió ejercer una defensa frente a un órgano imparcial y acceder a un recurso sencillo, rápido y efectivo para la restitución de sus derechos.(51) Sin embargo, entendió que los hechos no justifican una violación de los derechos políticos reconocidos en el mencionado artículo 23 ya que “... los tres magistrados que sufrieron la destitución ya tuvieron acceso a la función pública en condiciones de igualdad”.(52) Por lo tanto, encuadró la violación en los artículos 8 y 25 de la misma Convención, esto es, el derecho de las víctimas a la protección judicial de conformidad con el debido proceso legal.(53)


			V.2. Caso Yatama vs. Nicaragua (2005)


			En este caso un grupo de personas fueron excluidas de participar en las elecciones municipales realizadas el 5 de noviembre de 2000 en las Regiones Autónomas del Atlántico Norte y del Atlántico Sur como consecuencia de una resolución emitida el 15 de agosto de ese año por el Consejo Supremo Electoral. Las víctimas presentaron diversos recursos pero, finalmente, el 25 de octubre, la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua declaró improcedente un recurso de amparo que habían interpuesto.


			Las decisiones que se sometieron a consideración del tribunal interamericano –emitidas por el Consejo Supremo Electoral, la Sala de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico Norte, Puerto Cabezas, y la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia– están relacionadas con la participación de Yatama en las mencionadas elecciones municipales de noviembre de 2000.(54)


			En primer lugar, la Corte IDH analizó si las decisiones incidieron negativamente sobre el debido proceso legal electoral derivado del artículo 8 de la CADH y, a tales efectos, consideró:


			147. El artículo 8 de la Convención Americana se aplica al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, cualesquiera que ellas sean, a efecto de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos.(55)


			148. [...] en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar las debidas garantías que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso.(56)


			149. Todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana...(57)


			En este contexto, la Corte IDH sostuvo que las garantías mínimas del artículo 8.1 de la CADH deben observarse en el ámbito de los órganos internos en materia electoral y que además deben tenerse en cuenta la celeridad y la necesidad de trámites sencillos que faciliten la toma de decisiones en el procedimiento electoral.(58)


			En segundo lugar, el tribunal resaltó la importancia de que las decisiones en materia electoral, en tanto puedan incidir sobre el derecho a la participación política, deben estar debidamente motivadas, ya que, en caso contrario, serían arbitrarias.(59) Esta fundamentación exige mínimamente la invocación y constatación de los antecedentes de hecho y de derecho y las consecuencias derivadas.(60)


			En tercer lugar, la Corte IDH afirmó el carácter justiciable de las decisiones electorales y resaltó que el control jurisdiccional, a fin de verificar el respeto de los derechos convencionales, resulta:


			... indispensable cuando los órganos supremos electorales, como el Consejo Supremo Electoral en Nicaragua, tienen amplias atribuciones, que exceden las facultades administrativas, y que podrían ser utilizados, sin un adecuado control, para favorecer determinados fines partidistas. En este ámbito, dicho recurso debe ser sencillo y rápido, tomando en cuenta las particularidades del procedimiento electoral.(61)


			Asimismo, de cara a los hechos probados en el caso, la Corte IDH se expidió en torno a la restricción indebida de los derechos políticos reconocidos en el artículo 23 de la CADH.(62) A fin de llevar a cabo dicha tarea, el tribunal fijó una serie de consideraciones respecto de la importancia de los derechos políticos en una sociedad democrática.


			Así, partiendo de la base de que en una democracia(63) los derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de derecho constituyen una tríada en la que cada componente se define, completa y adquiere sentido en función de los otros,(64) la Corte IDH derivó la importancia del ejercicio de los derechos políticos del hecho de que se trata de uno de los tantos derechos enumerados en el artículo 27 de la CADH respecto de los cuales se prohíbe su suspensión y la de las garantías judiciales indispensables para su protección.(65)


			En el citado precedente –por primera vez en su historia– la Corte IDH se refirió al contenido de los derechos políticos previstos en el artículo 23 de la CADH. Sobre el particular enfatizó el deber de los Estados partes de generar “... las condiciones y mecanismos óptimos para que dichos derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminación”.(66)


			En relación con la participación política, la Corte IDH bregó por una interpretación amplia del concepto en el entendimiento de que la participación política:


			... puede incluir amplias y diversas actividades que las personas realizan individualmente u organizadas, con el propósito de intervenir en la designación de quienes gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públicos, así como influir en la formación de la política estatal a través de mecanismos de participación directa.(67)


			Asimismo, definen el derecho de sufragio activo y pasivo –fuertemente interrelacionados– como “... la expresión de las dimensiones individual y social de la participación política”.(68) Respecto del primero, afirma:


			... es uno de los elementos esenciales para la existencia de la democracia y una de las formas en que los ciudadanos ejercen el derecho a la participación política [...] implica que los ciudadanos puedan elegir libremente y en condiciones de igualdad a quienes los representarán.”(69)


			El segundo engloba la posibilidad de que “... los ciudadanos puedan postularse como candidatos en condiciones de igualdad y [...] ocupar los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad de votos necesarios para ello”.(70)


			Por otra parte, la regulación de los derechos políticos previstos en el artículo 23 de la CADH abarca una mirada más amplia cuando incorpora el derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad,(71) es decir que “... protege el acceso a una forma directa de participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecución de las directrices políticas estatales a través de funciones públicas”.(72)


			Una vez establecido el contenido de los derechos políticos, la Corte IDH estableció que una de las principales obligaciones de los Estados partes, de cara a los artículos 1.1 y 2 de la CADH, respecto de este tipo de derechos, es la obligación de garantía, es decir, que la regulación del ejercicio de estos derechos y su aplicación deben ser acordes al principio de igualdad y no discriminación. A su vez, se deben adoptar las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio y, en este sentido, es insuficiente la emisión de normas que reconozcan formalmente los derechos sino que también debe atenderse a ciertos grupos sociales.(73)


			En otro orden de cosas, la Corte IDH estableció que el contenido de los derechos políticos y las posibles restricciones a su ejercicio deben interpretarse a la luz del artículo 29, inciso a, de la CADH. De esta manera, a criterio del tribunal:


			... no se puede limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que su reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de esta se conviertan en un impedimento para que las personas participen efectivamente en la conducción del Estado o se torne ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su contenido esencial.(74)


			Los derechos políticos no son absolutos, por tanto, pueden quedar sujetos a limitaciones como, por ejemplo, el establecimiento de ciertos requisitos para su ejercicio. Ahora bien, esas restricciones en una sociedad democrática deben observar, según la Corte IDH, los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad.(75)


			Según el principio de legalidad,(76) una ley debe fijar –clara y precisamente– los requisitos para la participación, no solo en una contienda electoral, sino también en el procedimiento previo. Asimismo, las restricciones no deben resultar discriminatorias y deben basarse en criterios razonables que atiendan la satisfacción del interés público imperativo.(77)


			Por su parte, los principios de necesidad y proporcionalidad determinan que, ante la existencia de diversas alternativas para alcanzar un fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con el objetivo que se persigue,(78) de cara a los principios de la democracia representativa.(79)


			En cuanto al derecho a la participación política y su relación con los partidos, la Corte IDH fijó un estándar amplio y abierto:


			... la participación en los asuntos públicos de organizaciones diversas de los partidos [...] es esencial para garantizar la expresión política legítima y necesaria cuando se trate de grupos de ciudadanos que de otra forma podrían quedar excluidos de esa participación, con lo que ello significa.(80)


			De allí que, la restricción a participar por medio de un partido político:


			... impuso a los candidatos propuestos por Yatama una forma de organización ajena a sus usos, costumbres y tradiciones, como requisito para ejercer el derecho a la participación política, en contravención de las normas internas [...] que obligan al Estado a respetar las formas de organización de las comunidades de la Costa Atlántica, y afectó en forma negativa la participación electoral de dichos candidatos en las elecciones municipales de 2000. [...] Dicha restricción implica un impedimento para el ejercicio pleno del derecho a ser elegido de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas que integran Yatama.(81)


			Así, la Corte IDH fija una regla general según la cual “... cualquier requisito para la participación política diseñado para partidos políticos, que no pueda ser cumplido por agrupaciones con diferente organización, es también contrario a los artículos 23 y 24 de la Convención Americana...”(82) dado que “... limita, más allá de lo estrictamente necesario, el alcance pleno de los derechos políticos y se convierte en un impedimento para que los ciudadanos participen efectivamente en la dirección de los asuntos públicos”.(83)


			De esta manera, el tribunal concluye que la irrazonable exclusión de ciertos candidatos de la contienda electoral supone una violación grave de los derechos políticos dada la íntima relación entre el derecho a ser elegido y el derecho a elegir. De allí que dichas medidas representan un límite al ejercicio del derecho a votar e inciden en la libre expresión de la voluntad del electorado. Esto último supone una consecuencia grave para la democracia(84) y un incumplimiento también grave a la obligación de garantía del ejercicio del derecho en los términos del artículo 1.1 de la CADH.(85)


			En el presente caso, la Corte IDH fijó la obligación de adoptar las medidas legislativas necesarias para establecer un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo contra las decisiones del Consejo Supremo que afecten derechos políticos. Estas medidas deben observar las garantías convencionales respectivas y permitir que la decisión definitiva se produzca dentro del calendario electoral.(86)


			Asimismo, obligó a la adopción de reformas a la ley electoral según el principio de legalidad a fin de que se regulen con claridad las características de los diversos procedimientos electorales y las consecuencias derivadas de sus incumplimientos.(87) En este sentido, la ley electoral debería ser modificada para que se asegure la participación de los integrantes de las comunidades indígenas y étnicas de manera efectiva. Las modificaciones deberían tomar en cuenta sus tradiciones, usos y costumbres, en el marco de la sociedad democrática.(88)


			V.3. Caso Escué Zapata vs. Colombia (2007)


			Los hechos del caso señalan que Escué Zapata, Cabildo Gobernador del Resguardo Indígena de Jambaló y defensor del territorio indígena, fue asesinado por agentes del Ejército colombiano dentro de un patrón de violencia contra los pueblos indígenas asentados en esa zona del país.


			En el marco de la interrelación e interdependencia propio de los derechos humanos, la Corte IDH analizó si la violación al derecho a la vida en los términos del artículo 4 de la CADH conlleva también una afectación a los derechos políticos consagrados en el artículo 23 del citado cuerpo normativo.


			La respuesta del tribunal interamericano fue negativa. En efecto, los derechos políticos gozan de un contenido jurídico propio y, por lo tanto, “... más allá de la muerte de la víctima, no se ha indicado otro hecho que vulnere ese contenido jurídico específico del artículo 23”.(89)


			V.4. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela (2008)


			En esta oportunidad, la Corte IDH resolvió un caso vinculado a la destitución de los ex jueces de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo por haber incurrido en un error judicial inexcusable al conceder un amparo cautelar que suspendió los efectos de un acto administrativo que había negado el registro de una compraventa.


			Los representantes de las víctimas alegaron que los derechos consagrados en el artículo 23 de la CADH se vieron afectados porque la destitución obedeció a un fin político y les impidió el ejercicio de la función pública de administrar justicia, es decir, el acceso a esa función.(90)


			A criterio de la Corte IDH el artículo 23.1.c del referido cuerpo normativo:


			... no establece el derecho a acceder a un cargo público, sino a hacerlo en “condiciones generales de igualdad”. Esto quiere decir que el respeto y garantía de este derecho se cumplen cuando “los criterios y procedimientos para el nombramiento, ascenso, suspensión y destitución [sean] razonables y objetivos” y que “las personas no sean objeto de discriminación” en el ejercicio de este derecho.(91)


			Según lo expuesto, el tribunal consideró que no hubo una violación al citado artículo, ya que no se acreditó que permitir el reingreso a los que habían accedido a jubilación fuera discriminatorio. Además consideró que los criterios que impidieron el acceso al Poder Judicial de las supuestas víctimas cumplían con los estándares arriba fijados.(92)


			V.5. Caso Castañeda Gutman vs. México (2008)


			En este caso, la Corte IDH trató, por un lado, la necesidad o no de recursos sencillos y efectivos –en el ámbito de cada uno de los Estados partes– para reclamar la constitucionalidad de los derechos políticos y, por el otro, trató la cuestión de las candidaturas independientes en la elección presidencial en México en la cual Castañeda Gutman se vio impedido de formalizar.


			En relación con la violación de los artículos 8 y 25 de la CADH, los representantes de la víctima alegaron que el Estado mexicano no proveía a las personas bajo su jurisdicción un recurso sencillo, rápido y efectivo para la protección de los derechos políticos dado que el recurso de amparo previsto en la legislación interna impedía la revisión judicial de las cuestiones electorales.(93)


			Al respecto, la Corte IDH consideró compatible con la CADH la posibilidad de los Estados de reducir un recurso de amparo a ciertas materias en la medida en que exista otro recurso de similar naturaleza y alcance para ese conjunto de derechos humanos que se vería excluido con esa acción. Esta tesitura se ve reforzada en el caso de los derechos políticos en tanto “... derechos humanos de tal importancia que la Convención Americana prohíbe su suspensión así como la de las garantías judiciales indispensables para su protección”.(94)


			En este contexto, el tribunal concluyó que el Estado mexicano no ofreció a la presunta víctima un recurso idóneo para reclamar la supuesta violación a sus derechos políticos, en particular, su derecho al sufragio pasivo:


			... el recurso de amparo no resulta procedente en materia electoral, la naturaleza extraordinaria de la acción de inconstitucionalidad y la inaccesibilidad e inefectividad del juicio de protección para impugnar la falta de conformidad de una ley con la Constitución, en la época de los hechos del presente caso no había en México recurso efectivo alguno que posibilitara a las personas cuestionar la regulación legal del derecho político a ser elegido previsto en la Constitución Política y en la Convención Americana.(95)


			A fin de abordar la cuestión de las candidaturas independientes y su compatibilidad con el corpus interamericano, la Corte IDH definió el contenido jurídico de los derechos políticos en una sociedad democrática. A continuación, describimos las principales pautas hermenéuticas detalladas por el tribunal:


			

					Interrelación e interdependencia: los derechos políticos son derechos humanos fundamentales que se relacionan directamente con otros derechos de la misma naturaleza que están reconocidos en la CADH (la libertad de expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación) y que, como un todo inescindible, facilitan y hacen posible el juego democrático.(96)



					Función de fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político: los derechos políticos contribuyen al fortalecimiento democrático y al pluralismo político(97) de cara a la vigencia de una democracia representativa. Esta función quedó plasmada, tal como lo afirma la Corte IDH, en la CDI. Allí se señala que son elementos esenciales a la democracia representativa:... el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos.(98)




					Efectividad de los derechos políticos: su ejercicio efectivo “... constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención”.(99)



					Concreción del contenido de los derechos políticos: según la Corte IDH, el artículo 23 de la CADH:... contiene diversas normas que se refieren a los derechos de la persona como ciudadano, esto es, como titular del proceso de toma de decisiones en los asuntos públicos, como elector a través del voto o como servidor público, es decir, a ser elegido popularmente o mediante designación o nombramiento para ocupar un cargo público. Además de poseer la particularidad de tratarse de derechos reconocidos a los ciudadanos, a diferencia de casi todos los demás derechos previstos en la Convención que se reconocen a toda persona, el artículo 23 de la Convención no solo establece que sus titulares deben gozar de derechos, sino que agrega el término “oportunidades”. Esto último implica la obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos.(100)




					Participación política como derecho político amplio: la participación activa en la dirección de los asuntos público es amplia y puede materializarse mediante referendos, plebiscitos, consultas o también por medio de representantes libremente elegidos. Una de las principales formas de expresión de la voluntad política en las democracias representativas es el voto, elemento esencial para la existencia de la democracia, que “... implica que los ciudadanos pueden decidir directamente y elegir libremente y en condiciones de igualdad a quienes los representarán en la toma de decisiones de los asuntos públicos”.(101) En lo relativo a la faz pasiva del derecho al sufragio, la Corte IDH considera necesario que “... los ciudadanos puedan postularse como candidatos en condiciones de igualdad y que puedan ocupar los cargos públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad de votos necesarios para ello”.(102)



					Oportunidad del ejercicio de los derechos políticos y las características del sufragio: la expresión de la voluntad ciudadana electoral se da en las elecciones periódicas, auténticas y a través de un sufragio universal, igual y secreto.(103) Sobre este punto resaltamos que el criterio interpretativo del tribunal es que no se desprende de la CADH una modalidad o un tipo específico de sistema electoral mediante el cual deban ejercerse los derechos políticos sino que, por el contrario, dicho instrumento normativo fija solamente directrices generales a partir de las cuales los Estados partes deben regular razonablemente el ejercicio de los derechos políticos.(104)



					Acceso a la función pública como derecho político protegido: el acceso a las funciones públicas (por elección popular o designación) en condiciones de igualdad se encuentra regulado como derecho político en tanto que es “una forma directa de participación en el diseño, desarrollo y ejecución de las políticas estatales”.(105)



			


			Una vez definidas las principales pautas interpretativas, abordaremos el tratamiento efectuado por el tribunal respecto del sistema de monopolio de las candidaturas de los partidos políticos vis à vis las candidaturas independientes, en particular, si estas últimas son compatibles con las normas convencionales interamericanas.


			En primer lugar, la Corte IDH define que las razones que justifican la reglamentación del ejercicio de los derechos políticos(106) tienen como finalidad “... evitar la posibilidad de discriminación contra individuos en el ejercicio de sus derechos políticos”(107) y se refieren “... a las condiciones habilitantes que la ley puede imponer para ejercer los derechos políticos, y las restricciones basadas en esos criterios son comunes en las legislaciones electorales nacionales”.(108) Por tanto, en la medida en que no sean desproporcionadas, constituyen límites legítimos que los Estados partes pueden fijar para reglamentar el ejercicio de los derechos políticos.


			Del mismo artículo se desprende la obligación positiva de los Estados partes de realizar acciones, medidas y conductas tendientes a garantizar el ejercicio efectivo de los derechos políticos de cara a los artículos 1.1 y 2 de la CADH.(109) En lo atinente a los derechos políticos, a criterio del tribunal, la obligación radica “... en el diseño de un sistema que permita que se elijan representantes para que conduzcan los asuntos públicos”.(110) En consecuencia, la regulación de los derechos políticos exige no solo el establecimiento de límites razonables para su ejercicio efectivo sino también la organización de un sistema electoral que genere las condiciones que lo permitan.


			Sobre esta base, la Corte IDH analizó si la postulación de candidatos presentada exclusivamente por partidos políticos resulta violatoria del segundo párrafo del artículo 23 de la CADH. Como se mencionó arriba, no se desprende del ámbito internacional la obligación de adoptar un sistema electoral específico(111) y, en este sentido, la Corte IDH sostiene la existencia de cierto margen de apreciación en favor de los Estados partes para, dentro de los parámetros convencionales, regular los derechos políticos siempre en función de las necesidades históricas, políticas, sociales y culturales, que pueden variar de una sociedad a otra.(112)


			Sentado ello, abordaremos el tratamiento formal y material efectuado por la Corte IDH respecto a la supuesta restricción de los derechos políticos derivada de la regla de postulación de candidatos exclusivamente a través de los partidos políticos.


			Primeramente, el tribunal trató la legalidad de la medida restrictiva. Al respecto y según el principio de legalidad, una restricción al ejercicio de un derecho humano debe estar establecida claramente por ley en sentido formal y material.(113) En consecuencia, el tribunal concluyó que la restricción es legal porque el requisito de que los partidos políticos deben solicitar el registro de los candidatos a cargos electivos a nivel federal se encuentra previsto en el artículo 175 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Federales, es decir, una ley en sentido formal y material.(114)


			Luego de definir esta base legal convencional de la medida restrictiva, el tribunal analizó la razonabilidad partiendo de la finalidad estatal perseguida con esta restricción. En este sentido, es criterio de la Corte IDH que la causa que se invoque para justificar la restricción debe ser permitida por el texto convencional, ora en disposiciones específicas, ora en disposiciones generales:(115) “... el artículo 23 de la Convención no establece explícitamente las causas legítimas o las finalidades permitidas por las cuales la ley puede regular los derechos políticos”. Esto es así porque el artículo se limita a establecer lo siguiente:


			... aspectos o razones (capacidad civil o mental, edad, entre otros) con base en los cuales los derechos políticos pueden ser regulados en relación con los titulares de ellos pero no determinan de manera explícita las finalidades, ni las restricciones específicas que necesariamente habrá que imponer al diseñar un sistema electoral, tales como requisitos de residencia, distritos electorales y otros.(116)


			De esta forma, y toda vez que el artículo 175 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales busca organizar el proceso electoral y el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público en condiciones de igualdad, la finalidad estatal perseguida es legítima de cara a la CADH.


			Si bien el tribunal consideró que la medida restrictiva contiene una base legal y una finalidad legítima, para superar el test de convencionalidad debe también ser necesaria y proporcional.


			En cuanto a la necesidad, a criterio de la Corte IDH, se debe valorar, en el marco de una sociedad democrática, si la medida “a) satisface una necesidad social imperiosa, esto es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo; b) es la que restringe en menor grado el derecho protegido; y c) se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo”.(117) En el caso, el tribunal tuvo por acreditadas las necesidades imperiosas basadas en razones históricas, políticas y sociales para fundamentar el registro de candidatos exclusivamente a través de los partidos políticos. Dichas necesidades responden, asimismo, a un interés público imperativo. Entre ellas destacó las siguientes:


			La necesidad de crear y fortalecer el sistema de partidos como respuesta a una realidad histórica y política; la necesidad de organizar de manera eficaz el proceso electoral en una sociedad de 75 millones de electores, en las que todos tendrían el mismo derecho a ser elegidos; la necesidad de un sistema de financiamiento predominantemente público, para asegurar el desarrollo de elecciones auténticas y libres, en igualdad de condiciones; y la necesidad de fiscalizar eficientemente los fondos utilizados en las elecciones.(118)


			En relación con el medio menos restrictivo para regular el derecho al sufragio pasivo, y a la luz del reconocimiento de cierto margen de apreciación en favor de los Estados partes anteriormente mencionado, la Corte IDH concluyó que ni el sistema de nominación exclusiva por parte de los partidos políticos ni el de candidaturas independientes “... resulta en sí mismo más o menos restrictivo que el otro en términos de regular el derecho a ser elegido consagrado en su artículo 23 de la Convención”.(119) En este sentido, el tribunal descarta la posibilidad de hacer “... una valoración en abstracto respecto de si el sistema que permite las candidaturas independientes es o no una alternativa menos restrictiva de regular el derecho a ser votado que otro que no lo permite”.(120) Por lo tanto, bajo el prisma de la Corte IDH:


			Las candidaturas independientes pueden regularse de manera que faciliten y amplíen el acceso al derecho a ser votado, pero también puede ocurrir que para inscribir candidaturas independientes se establezcan requisitos mayores que los establecidos para nominar a un candidato por un partido político. El solo hecho de permitir candidaturas independientes no significa que se trate del medio menos restrictivo para regular el derecho a ser votado. Lo esencial es que cualquiera de los dos sistemas que sea elegido haga accesible y garantice el derecho y la oportunidad a ser votado previsto en la Convención en condiciones de igualdad.(121)


			Finalmente, en cuanto a la proporcionalidad respecto del interés que se justifica y la adecuación al logro del objetivo legítimo, la Corte IDH concluyó lo siguiente:


			... la exclusividad de nominación por partidos políticos a cargos electivos de nivel federal es una medida idónea para producir el resultado legítimo perseguido de organizar de manera eficaz los procesos electorales con el fin de realizar elecciones periódicas, auténticas, por sufragio universal e igual, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores de acuerdo a lo establecido por la Convención Americana.(122)


			En suma, el sistema de postulación de candidatos exclusivamente a través de los partidos políticos constituye una restricción legítima al derecho a ser elegido reconocido en el artículo 23, 1.b, de la CADH. Sin embargo, el sistema de candidaturas independientes puede ser compatible y, por lo tanto, su adopción dependerá enteramente de la definición política que hagan los Estados partes de acuerdo a su legislación interna.(123)


			V.6. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela (2009)


			Este caso trata sobre la supuesta destitución arbitraria de un cargo judicial. Si bien la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia decretó la nulidad de la destitución, no ordenó la restitución de la víctima a su cargo, ni el pago de los salarios y beneficios sociales que dejó de percibir. En este sentido, sus representantes alegaron que sufrió un trato desigual en su derecho a ingresar y permanecer en sus funciones públicas, en el entendimiento de que no se restableció plenamente la situación jurídica infringida, esto es, que no se la reincorporó a su cargo ni se le pagaron los salarios caídos.


			La Corte IDH entendió que el Estado incurrió en la violación del artículo 23.1.c de la CADH, en conexión con las obligaciones de respeto y garantía establecidas en el artículo 1.1, ya que la distinción entre los jueces titulares –que cuentan con una garantía de inamovilidad plena– y los provisorios –que carecen de ese tipo de protección– es irrazonable de cara al texto convencional y, por tanto, supone un trato desigual arbitrario respecto al derecho a la permanencia, en condiciones de igualdad, en el ejercicio de las funciones públicas.(124)


			V.7. Caso Cepeda Vargas vs. Colombia (2010)


			El caso gira en torno a la ejecución extrajudicial del entonces senador Manuel Cepeda Vargas, líder del Partido Comunista Colombiano y de la Unión Patriótica, en el marco de un patrón sistemático de violencia contra estos grupos y de una coordinación operativa entre miembros del Ejército y organizaciones paramilitares, a través del llamado “plan golpe de gracia”.


			El análisis de la violación al artículo 23 de la CADH parte nuevamente del reconocimiento de la interrelación de los derechos políticos y de las libertades de expresión y asociación, que posibilitan el juego democrático.(125)


			En esta oportunidad, el tribunal resaltó la importancia del derecho político a ser elegido y a la oportunidad real de ejercer el cargo. En este contexto, el Estado debe adoptar todas las medidas efectivas para garantizar las condiciones necesarias para el pleno ejercicio de estos derechos.(126)


			La trascendencia de este precedente radica en que, por primera vez, la Corte IDH se expidió respecto de la importancia que tienen las oposiciones políticas en el desarrollo de las sociedades democráticas:


			Las voces de oposición resultan imprescindibles para una sociedad democrática, sin las cuales no es posible el logro de acuerdos que atiendan a las diferentes visiones que prevalecen en una sociedad. Por ello, la participación efectiva de personas, grupos y organizaciones y partidos políticos de oposición en una sociedad democrática debe ser garantizada por los Estados, mediante normativas y prácticas adecuadas que posibiliten su acceso real y efectivo a los diferentes espacios deliberativos en términos igualitarios, pero también mediante la adopción de medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio, atendiendo la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales.(127)


			En este contexto, las amenazas y la desprotección deliberada –motivadas por la participación de la víctima en determinados espacios políticos– constituyeron, a criterio del tribunal, restricciones indebidas a sus derechos políticos y a sus libertades de expresión y de asociación, pero también, a nivel colectivo, implicaron un quiebre de las reglas del juego democrático.(128)


			En efecto, dicta la Corte IDH lo siguiente:


			... al estar reconocido el móvil político del homicidio [...] la ejecución extrajudicial de un oponente por razones políticas no solo implica la violación de diversos derechos humanos, sino que atenta contra los principios en que se fundamenta el Estado de Derecho y vulnera directamente el régimen democrático, en la medida que conlleva la falta de sujeción de distintas autoridades a las obligaciones de protección de derechos humanos reconocidos nacional e internacionalmente y a los órganos internos que controlan su observancia.(129)


			V.8. Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala (2010)


			Los hechos del caso tratan sobre la desaparición forzada de un dirigente político indígena maya (kaqchikel) en 1981 que, hasta el momento, no ha sido investigada ni se ha juzgado y sancionado a los responsables. Los representantes de la víctima alegaron la violación al artículo 23 de la CADH con fundamento en que la desaparición forzada tuvo por objeto la absoluta supresión del ejercicio de los derechos políticos.(130)


			A fin de resolver el caso, la Corte IDH probó que el patrón de hostigamiento contra la población que se consideraba enemigo interno –y que, en su mayoría, eran mayas– tuvo como objetivo la vulneración no solo de sus bases sociales, sino también de sus líderes, representantes sociales y políticos.(131)


			En esta línea, la Corte IDH concluyó que el Estado incumplió su deber de respeto y garantía de los derechos políticos dado que la desaparición forzada y selectiva privó a un representante de una comunidad el ejercicio de su derecho a la participación política.(132) Para justificar la violación al artículo 23 de la CADH, el tribunal abordó la característica de dualidad de la participación política representativa. En efecto, por un lado, existe el derecho individual de ejercer la función pública por mandato o designación; pero, por otro lado, está el derecho de la colectividad a ser representada. En consecuencia, siguiendo el razonamiento de la Corte IDH, “... la violación del primero repercute en la vulneración del otro derecho”.(133)


			V.9. Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela (2011)


			El caso versa sobre una destitución arbitraria del cargo de juez, en ausencia de las garantías mínimas de debido proceso. La destitución no tuvo una adecuada motivación. Además, la víctima no pudo ser oída y no se le permitió ejercer su derecho de defensa, ya que no hubo un recurso judicial efectivo.


			Valiéndose de lo resuelto en el caso Apitz Barbera –que mencionamos más arriba– el tribunal reafirmó lo siguiente:


			... el acceso en condiciones de igualdad constituiría una garantía insuficiente si no está acompañado por la protección efectiva de la permanencia en aquello a lo que se accede, más aún si se tiene en cuenta la estabilidad como componente de la independencia judicial [...] la igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en el cargo garantizan la libertad frente a toda injerencia o presión política.(134)


			En este contexto, la Corte IDH descarta la violación al artículo 23.1.c de la CADH en tanto no se encontraba controvertido el acceso a funciones públicas por parte de la presunta víctima ni la posible utilización de jueces temporales para ocupar vacantes en un proceso de reestructuración judicial o ante necesidades del servicio. Asimismo, diferencia el caso de lo resuelto en Reverón Trujillo –ver más arriba punto V.6–, ya que en este último sí se acreditó un trato desigual arbitrario entre los jueces que eran objeto de reintegro después de una destitución arbitraria y los jueces que no obtenían tal reparación.(135)


			V.10. Caso López Mendoza vs. Venezuela (2011)


			En el presente caso, la Corte IDH resolvió la compatibilidad convencional de la sanción de inhabilitación para el ejercicio de la función pública por vía administrativa que deriva, consecuentemente, en la prohibición de la participación en las elecciones regionales del 2008.


			Tomando como punto de partida que el artículo 23.2 de la CADH estableció cuáles son las causales que los Estados partes podrían legítimamente invocar para la restricción del ejercicio de los derechos políticos. La Corte IDH asimiló el supuesto de la sanción de inhabilitación con el de “condena, por juez competente, en proceso penal”. En consecuencia, afirmó:


			Ninguno de esos requisitos se ha cumplido, pues el órgano que impuso dichas sanciones no era un “juez competente”, no hubo “condena” y las sanciones no se aplicaron como resultado de un “proceso penal”, en el que tendrían que haberse respetado las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 de la Convención Americana.(136)


			Consecuentemente, a criterio del tribunal, el Estado violó los artículos 23.1.b y 23.2 en relación con el artículo 1.1 de la CADH.


			V.11. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador (2013)


			El caso está relacionado con el cese arbitrario de ocho vocales del Tribunal Constitucional de Ecuador mediante Resolución del Congreso Nacional porque no contaron con las garantías procesales ni con la posibilidad de defenderse respecto de la cesación, en el marco de un juicio político y a través de un recurso judicial efectivo.


			Tal como sucedió en otros precedentes interamericanos, la Corte IDH analizó la violación a los derechos políticos consagrados en el artículo 23.1.c de la CADH, de cara a los artículos 1.1 y 8.1.


			De esta forma, el tribunal acreditó la existencia de una afectación arbitraria a la permanencia en el ejercicio de la función judicial y la consecuente afectación a la independencia judicial e imparcialidad.(137) En esta línea de pensamiento, el tribunal sostuvo lo siguiente:


			... cuando se afecta en forma arbitraria la permanencia de los jueces en su cargo, se vulnera el derecho a la independencia judicial consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conjunción con el derecho de acceso y permanencia en condiciones generales de igualdad en un cargo público, establecido en el artículo 23.1.c de la Convención Americana.(138)


			V.12. Caso Argüelles y otros vs. Argentina (2014)


			Los hechos del caso versan sobre los procesos internos iniciados en 1980 contra veinte oficiales por el delito de fraude militar en cumplimiento de las disposiciones del Código de Justicia Militar de la Argentina.


			Los representantes de las supuestas víctimas alegaron que el proceso penal militar trajo como consecuencia su “muerte civil” y la de sus grupos familiares por la inhabilitación comercial a la que fueron sometidos sin sentencia condenatoria. Asimismo, se agraviaron de la inhabilitación absoluta perpetua que los desterró de la vida cívica a la que toda persona tiene derecho.(139)


			En este caso, nuevamente, la Corte IDH definió el alcance de las restricciones permitidas por el artículo 23, párrafo 2, de la CADH. Según el tribunal, el artículo “tiene como propósito único –a la luz de la Convención en su conjunto y de sus principios esenciales– evitar la posibilidad de discriminación contra individuos en el ejercicio de sus derechos políticos”.(140) Y agrega lo siguiente:


			Asimismo, es evidente que estas causales se refieren a las condiciones habilitantes que la ley puede imponer para ejercer los derechos políticos, y las restricciones basadas en esos criterios son comunes en las legislaciones electorales nacionales, que prevén el establecimiento de edades mínimas para votar y ser votado, ciertos vínculos con el distrito electoral donde se ejerce el derecho, entre otras regulaciones.(141)


			Por último, el tribunal enfatiza acerca de la necesidad de que dichas restricciones sean razonables en tanto “... se trata de límites que legítimamente los Estados pueden establecer para regular el ejercicio y goce de los derechos políticos y que se refieren a ciertos requisitos que los titulares de los derechos políticos deben cumplir para poder ejercerlos”.(142)


			Así las cosas, dado que la “muerte civil” o inhabilitación comercial o de bienes no encuadra dentro de las situaciones previstas en el artículo 23 de la CADH, la Corte IDH solo se refirió respecto de si la inhabilitación perpetua fijada en una sentencia penal condenatoria implica una restricción ilegítima a los derechos políticos. A tales fines, y como lo desarrolló en algunos precedentes, el tribunal se expidió sobre la legalidad y la razonabilidad de la medida restrictiva.


			En relación con la primera, el tribunal concluyó que la medida es legal puesto que la pena de inhabilitación absoluta estaba prevista en el Código Penal Argentino, por tanto, goza de una base legal formal y material.(143) En cuanto a la segunda, la Corte IDH remontó el análisis de razonabilidad efectuado en el caso Castañeda Gutman –ver más arriba, punto V.5– referido a los sistemas de candidaturas independientes y, en consecuencia, se refirió a la finalidad de la restricción, su necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrática.


			La Corte IDH consideró que la inhabilitación absoluta perpetua supera el test de convencionalidad y se ajusta a la reglamentación del ejercicio de los derechos políticos. Es una condena penal realizada por un tribunal competente. En tanto, la finalidad estatal perseguida es legítima ya que, según la Corte IDH:


			... fue aplicada para satisfacer una condena penal relacionada a la comisión de delitos económicos perpetrados en contra de la Fuerza Aérea Argentina y tenía como objetivo proteger el erario, evitando que una persona condenada por delitos de defraudación y falsedad pudiera acceder a cargos públicos y participar de elecciones durante determinado período.(144)


			Por último, consideró que es necesaria y proporcional en tanto “la medida no fue permanente, sino limitada al plazo determinado en ley”.(145)


			V.13. Caso López Lone y otros vs. Honduras (2015)


			El presente caso se relaciona con los procesos disciplinarios llevados a cabo contra jueces en el contexto del golpe de Estado ocurrido en Honduras en junio de 2009. Los representantes de las presuntas víctimas alegaron que dichos actos se caracterizaron por la presencia de múltiples irregularidades que afectaron el debido proceso y fueron instaurados con el propósito de sancionar los actos y las expresiones en contra del golpe de Estado.


			A la luz de la ya mencionada interrelación existente entre derechos políticos, libertad de expresión y la libertad de asociación y de la importancia de su vigencia en una sociedad democrática, la Corte IDH analizó la cuestión del ejercicio de los derechos políticos en situaciones de ruptura institucional. En estos supuestos “... la relación entre estos derechos resulta aún más manifiesta, especialmente cuando se ejercen de manera conjunta con la finalidad de protestar contra la actuación de los poderes estatales contraria al orden constitucional y para reclamar el retorno de la democracia...”(146) y “... las manifestaciones y expresiones relacionadas a favor de la democracia deben tener la máxima protección posible y, dependiendo de las circunstancias, pueden estar vinculadas con todos o algunos de los derechos mencionados”.(147) Así las cosas, del derecho a la participación política –respecto del cual la Corte IDH venía ya desarrollando su jurisprudencia– puede extraerse el derecho de defender la democracia como concretización de ese derecho a participar de los asuntos públicos y comprende, asimismo, los derechos de libertad de expresión y asociación.(148)


			Sin perjuicio de lo expuesto, si bien se trata de derechos convencionales, también es cierto que no son absolutos sino que pueden estar sujetos a restricciones razonables previstas en una ley, necesarias, proporcionales y que persigan un fin convencionalmente legítimo.(149) De acuerdo a la propia CADH, el derecho a participar en política, la libertad de expresión y el derecho de reunión no son derechos absolutos y pueden estar sujetos a restricciones.


			La importancia de este caso radica en que se trata de la primera vez en que la Corte IDH se pronunció acerca del derecho a participar en política de las personas que ejercen funciones jurisdiccionales.(150) En este contexto, lo primero que afirmó la Corte IDH es que los derechos reconocidos en la CADH pertenecen a toda persona independientemente de su profesión o de algún otro tipo de consideración.(151)


			No obstante, y en relación con el ejercicio de los derechos políticos de los jueces, el citado tribunal distingue entre la participación en los asuntos públicos y la participación partidista. Al respecto la Corte IDH expuso lo siguiente:


			...existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de restringir la participación de los jueces en las actividades político-partidistas, siendo que en algunos Estados, de forma más general, se prohíbe cualquier participación en política, salvo la emisión del voto en las elecciones.(152)


			Sin embargo, sigue la Corte IDH, “... la restricción de participación en actividades de tipo partidista a los jueces no debe ser interpretada de manera amplia, de forma tal que impida que los jueces participen en cualquier discusión de índole política”.(153)


			En este orden de cosas, la regla establecida por el tribunal en el caso es que “... en momentos de graves crisis democráticas [...] no son aplicables a las actuaciones de los jueces y de las juezas en defensa del orden democrático las normas que ordinariamente restringen su derecho a la participación en política”.(154) De esta forma, “... sería contrario a la propia independencia de los poderes estatales, así como a las obligaciones internacionales del Estado derivadas de su participación en la OEA, que los jueces y juezas no puedan pronunciarse en contra de un golpe de Estado”.(155)


			Consecuentemente, las conductas por las cuales les fueron iniciados los procesos disciplinarios –expresiones y acciones realizadas en repudio al golpe de Estado en Honduras– no constituyen actos contrarios a las obligaciones propias de la judicatura,(156) ya que, de lo contrario:


			... el mero hecho de iniciar un proceso disciplinario en contra de los jueces y la magistrada por sus actuaciones en contra del golpe de Estado y a favor del Estado de Derecho, podría tener el efecto intimidante antes señalado y por lo tanto constituir una restricción indebida a sus derechos.(157)


			Por último, teniendo en cuenta que a causa del proceso disciplinario algunos jueces fueron destituidos y removidos del Poder Judicial, la Corte IDH consideró que dichas medidas fueron arbitrarias y contrarias a los derechos políticos previstos en el artículo 23.1.c de la CADH en el entendimiento de que el procedimiento no estaba establecido legalmente y que no respetó las garantías de competencia, independencia e imparcialidad, por lo que se vio afectado indebidamente el derecho a permanecer en el cargo en condiciones de igualdad.(158)


			V.14. Caso Pacheco León y otros vs. Honduras (2017)


			El caso es sobre el homicidio de Pacheco León en el marco de su campaña a diputado al Congreso Nacional de Honduras y sobre la situación de impunidad en que se encuentra este hecho.


			La Corte IDH estudió la supuesta violación a los derechos políticos de la presunta víctima en los términos del artículo 23 de la CADH, de cara a la violación a su derecho a la vida en los términos del artículo 4.


			Sobre el particular, el tribunal descartó la afectación al ejercicio de sus derechos políticos puesto que, de una violación al derecho a la vida no se desprende una violación a otros derechos convencionales. No obstante, como es natural, el objetivo del atentado contra la vida es impedir el ejercicio de otros derechos, como los políticos.(159)


			Sin perjuicio de lo expuesto, el tribunal aprovechó la ocasión para recordar que los Estados partes tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para prevenir afrentas a la vida de una persona por su actividad política.(160) Esto es extensible a las etapas previas a la designación de una persona en un cargo público como, entre otras, las campañas electorales dado que allí también se manifiesta el ejercicio de los derechos políticos.(161) Por añadidura, la Corte IDH refuerza el deber de protección en beneficio de líderes políticos en situaciones de riesgo al recordar lo siguiente:


			... los Estados deben facilitar los medios necesarios para que las personas defensoras de derechos humanos o que cumplan una función pública respecto de la cual se encuentren amenazados o en situación de riesgo o denuncien violaciones a derechos humanos, puedan realizar libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; generar las condiciones para la erradicación de violaciones por parte de agentes estatales o de particulares [y] abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización de su labor.(162)


			En suma, para el tribunal, dentro de la obligación general de los Estados de proveer medidas eficaces para la realización de los procesos electorales corresponde incluir la de adoptar medidas de seguridad o protección respecto a candidatos o personas intervinientes en dichos procesos(163) en la medida en que se tenga conocimiento de una situación de riesgo.(164)


			V.15. Caso San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela (2018)


			El caso se trata de la finalización arbitraria de los contratos de servicios profesionales de las presuntas víctimas en el Consejo Nacional de Fronteras luego de que ellas firmaran una solicitud de convocatoria a refrendo revocatorio del entonces presidente de la República Hugo Chávez Frías. Los representantes de las presuntas víctimas alegan que el acto de firma de solicitud de convocatoria a refrendo revocatorio constituyó el ejercicio de un derecho político en los términos del artículo 23 de la CADH.(165)


			Así, la Corte IDH analizó si existió un trato discriminatorio basado en alguna categoría de discriminación en los términos del artículo 1.1 de la CADH y en relación con el ejercicio del derecho a la participación política en los términos del artículo 23.


			Luego de recordar la necesidad de la existencia de institucionalidad y de mecanismos de carácter procedimental que permitan y aseguren el efectivo ejercicio de los derechos políticos, previniendo o contrarrestando situaciones o prácticas legales o de facto que impliquen formas de estigmatización, discriminación o represalias para quien los ejerce, la Corte IDH sostuvo que solicitar y participar en un procedimiento revocatorio constituye un derecho político protegido por la CADH, máxime teniendo en cuenta que, de conformidad con lo establecido en el artículo 29, dicho mecanismo de democracia participativa se encuentra regulado expresamente en la Constitución del Estado parte.


			En la oportunidad de resolver el caso, la Corte IDH también reafirmó que, en los términos del artículo 1.1 de la CADH, en una sociedad democrática una persona nunca podría ser discriminada por sus opiniones políticas o por ejercer legítimamente derechos políticos. A su vez, replicó lo siguiente:


			En una sociedad democrática, la oposición política es consustancial y funcional a su existencia misma, por lo cual el haber sido percibidas como opositoras políticas por el hecho de la firma de la solicitud no debe ser considerado, en sí mismo, un problema bajo la Convención. Lo que sí sería incompatible con esta es utilizar tal percepción para discriminarlas...


			V.16. Caso Álvarez Ramos vs. Venezuela (2019)


			El caso se refiere a la violación del derecho a la libertad de expresión y a la inhabilitación política de la presunta víctima, exdiputado y presidente de la Asamblea Nacional de Venezuela, en el marco de un proceso penal llevado en su contra por el delito de difamación agravada continuada.


			Los representantes de la presunta víctima alegaron que hubo una violación a sus derechos políticos derivada de la pena accesoria de inhabilitación política determinada por sentencia judicial.


			En este caso, dada la interrelación existente entre el derecho a la libertad de expresión y el ejercicio de los derechos políticos, en razón de que la persecución penal y la sanción impuesta fue reputada violatoria del artículo 13 de la CADH, consecuentemente también lo fue la pena accesoria de restricción de los derechos políticos, respecto del artículo 23 del citado cuerpo normativo.(166)


			V.17. Caso Rico vs. Argentina (2019)


			El caso es sobre la destitución como juez de un tribunal de primera instancia, así como su inhabilitación para ocupar otro cargo en el Poder Judicial, por haber incurrido en supuestas faltas disciplinarias.


			Como sucedió en algunos precedentes, la Corte IDH se inhibe de pronunciarse respecto de la alegada violación a los derechos políticos de la presunta víctima dado que no se refiere a una “violación autónoma” a ese derecho sino que la violación se derivaría de una vulneración a otros derechos convencionales, en este caso, el derecho a las garantías judiciales reconocido en el artículo 8 de la CADH.(167)


			V.18. Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador (2019)


			Los hechos versan sobre el cese de la presunta víctima de su cargo de magistrado del Tribunal Supremo Electoral por parte de la Asamblea Legislativa. Los representantes de la víctima alegan la violación a su derecho a permanecer en el cargo en condiciones generales de igualdad en los términos del artículo 23.1.c de la CADH.


			Con remisión a precedentes análogos, la Corte IDH tuvo por acreditada la violación a su derecho político al concluir que la víctima fue destituida arbitrariamente de su cargo en tanto “... fue realizado por un órgano incompetente y mediante un procedimiento que no estaba establecido legalmente”.(168) Por lo tanto, este cese arbitrario afectó indebidamente el derecho a permanecer en el cargo en condiciones de igualdad.


			V.19. Caso Petro Urrego vs. Colombia (2020)


			El caso versa sobre un proceso disciplinario que culminó con la destitución e inhabilitación de Gustavo Francisco Petro Urrego como alcalde mayor de Bogotá, Distrito Capital. La CIDH planteó ante el Tribunal que “... la sanción de destitución e inhabilitación de un funcionario de elección popular por infracciones meramente administrativas que no constituyen delitos, no satisface el estándar de proporcionalidad estricta en virtud del grado de afectación a los derechos políticos”.(169)


			Así, luego de recordar los principales hitos de su jurisprudencia en materia de derechos políticos, la Corte IDH señaló que la CADH no permite que órgano administrativo alguno pueda aplicar una sanción que implique una restricción a una persona por su inconducta social para el ejercicio de los derechos políticos a elegir y ser elegido: solo puede serlo por acto jurisdiccional del juez competente en el correspondiente proceso penal.(170) En consecuencia, el citado Tribunal consideró lo siguiente: 


			Las sanciones de destitución e inhabilitación de funcionarios públicos democráticamente electos por parte de una autoridad administrativa disciplinaria, en tanto restricciones a los derechos políticos no contempladas dentro de aquellas permitidas por la Convención Americana, son incompatibles no solo con la literalidad del artículo 23.2 de la Convención, sino también con el objeto y fin del mismo instrumento.(171)


			A modo de cierre de este capítulo y, al mismo tiempo, como introducción a los capítulos que siguen, recalcamos que el respeto, la promoción y la garantía de los derechos humanos constituyen obligaciones fundamentales de los Estados a fin de lograr el fortalecimiento de nuestras sociedades democráticas. El conocimiento de las pautas interpretativas fijadas por la Corte IDH, en tanto intérprete auténtica de la CADH, resulta necesario para pensar, desde el punto de vista político, el fortalecimiento mencionado arriba y, desde el punto de vista académico, la construcción de un derecho político electoral más inclusivo.
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					60. Idem, párr. 153. Bajo este prisma, la Corte IDH consideró que “... no se hizo referencia alguna al incumplimiento de requisitos en que incurrió Yatama en la RAAS ni en la RAAN, lo cual creó inseguridad respecto de la aprobación de participación de sus candidatos. El Consejo no notificó a Yatama esta decisión, a pesar de que le afectaba por cuanto la exclusión del Partido de los Pueblos Costeños (PPC) podría tener consecuencias para la participación de los candidatos de Yatama en la RAAS. Tampoco se indicó que existiera problema alguno para la participación de los candidatos de Yatama en la RAAN”. Y: “Dado que Yatama había obtenido su personalidad jurídica con la antelación exigida por el artículo 77 de la Ley Electoral para participar en las elecciones municipales de noviembre de 2000 y que había presentado las listas de candidatos dentro del plazo estipulado en el calendario electoral, el Consejo debió señalar qué requisito específico de la Ley Electoral había incumplido Yatama, indicando la norma correspondiente, con el fin de que se comprendiera qué ‘tiempo requerido consignado en la Ley Electoral’ era el que Yatama no ‘llen[ó]’ y las razones de dicha conclusión”. Corte IDH, “Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, ob. cit., párrs. 154 y 159, respectivamente.


				


				

					61. Idem, párr. 175.


				


				

					62. El art. 23 de la CADH ordena: “1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”.


				


				

					63. En el caso, la Corte IDH expresó que la democracia representativa “es determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte” y constituye “un ‘principio’ reafirmado por los Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento fundamental del Sistema Interamericano. Los derechos políticos protegidos en la Convención Americana, así como en diversos instrumentos internacionales, propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político”. Corte IDH, “Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, ob. cit., párr. 192.


				


				

					64. Idem, párr. 195.
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					68. Idem, párr. 197.


				


				

					69. Idem, párr. 198.


				


				

					70. Idem, párr. 199.


				


				

					71. Según la Corte IDH se entiende que las condiciones generales de igualdad “... están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por nombramiento o designación”. Corte IDH, “Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, ob. cit., párr. 200.


				


				

					72. Ibidem.


				


				

					73. Por ejemplo, en el caso Yatama, la Corte IDH consideró que las víctimas eran personas “que pertenecen a comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua, quienes se diferencian de la mayoría de la población, inter alia, por sus lenguas, costumbres y formas de organización, y enfrentan serias dificultades que los mantienen en una situación de vulnerabilidad y marginalidad”. Corte IDH, Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, ob. cit., párr. 202.


				


				

					74. Idem, párr. 204.
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					76. En el caso, la Corte IDH consideró: “... la Ley Electoral No 331 de 2000 es ambigua debido a que no establece con claridad las consecuencias del incumplimiento de ciertos requisitos tanto para quienes participaban a través de un partido como para quienes lo hacían en una alianza de partidos; es confusa la redacción sobre los procedimientos aplicables cuando el Consejo Supremo Electoral determina que hay incumplimiento de algún requisito; y no regula claramente las decisiones fundamentadas que dicho órgano debería adoptar para establecer quiénes quedan inscritos para participar en las elecciones y quiénes no cumplen los requisitos para ello, así como los derechos de las personas cuya participación se vea afectada por una decisión del Estado. Dicha ley no permite un claro entendimiento del proceso por parte de los ciudadanos y de los órganos electorales y favorece su aplicación arbitraria y discrecional mediante interpretaciones extensivas y contradictorias que restringen indebidamente la participación de los ciudadanos, restricción particularmente indeseable cuando afecta severamente bienes fundamentales, como son los reconocidos a través de los derechos políticos”. Corte IDH, “Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, ob. cit., párr. 212.


				


				

					77. Idem, párr. 206.
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					79. Idem, párr. 207. A criterio de la Corte IDH los principios de la democracia representativa incluyen la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores y reflejo de la soberanía del pueblo. Según lo dispuesto en el art. 6 de la CDI, “Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”. En este sentido, deben diseñarse normas orientadas a facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, como los miembros de las comunidades indígenas y étnicas.
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					90. Corte IDH, “Caso Apitz Barbera y otros (‘Corte Primera de lo Contencioso Administrativo’) vs. Venezuela. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas”, sentencia de 5 de agosto de 2008, Serie C, No 182. párr. 186.
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					93. Corte IDH, “Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas”, sentencia de 6 de agosto de 2008, Serie C, No 184, párr. 81.
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